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Audiencia Provincial Civil de Madrid 

Sección Duodécima 

c/ Santiago de Compostela, 100 , Planta 3 - 28035 

Tfno.: 914933837 

37007740 

N.I.G.: 28.115.00.2-2019/0003677 

Recurso de Apelación 581/2021 
O. Judicial Origen: Juzgado Mixto nº 01 de Pozuelo de Alarcón 

Autos de Procedimiento Ordinario 532/2019 

 

APELANTE / DEMANDANTE:  

 

PROCURADORA  

APELADA / DEMANDADA: TTI FINANCE, S.A.R.L. 

PROCURADOR  

MINISTERIO FISCAL 

 

 
 

SENTENCIA Nº 113 

 
 

TRIBUNAL QUE LO DICTA: 

ILMOS SRES. MAGISTRADOS: 

 

 

 

 

 
En Madrid, a 16 de marzo de dos mil veintidós. 

 
 

La Sección Duodécima de la Ilma. Audiencia Provincial de esta Capital, constituida 

por los Sres. que al margen se expresan, ha visto en trámite de apelación los presentes autos 

civiles de Procedimiento Ordinario Nº 532/2019 seguidos en el Juzgado de Primera  

Instancia e Instrucción Nº 1 de Pozuelo de Alarcón a instancia de  

 como apelante – demandante, representado por 

la Procuradora  contra TTI FINANCE, S.A.R.L, 

como apelada - demandada, representada por el Procurador  

; todo ello en virtud del recurso de apelación interpuesto contra Sentencia dictada 

por el mencionado Juzgado, de fecha 24 de marzo de 2021. 

 
VISTO, Siendo Magistrado Ponente  
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ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 
PRIMERO.- Se aceptan y se dan por reproducidos en lo esencial, los antecedentes 

de hecho de la Sentencia impugnada en cuanto se relacionan con la misma. 

SEGUNDO.- Por Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 1 de Pozuelo de 

Alarcón se dictó Sentencia de fecha 24 de marzo de 2021, cuyo fallo es el tenor siguiente: 

“SE DESESTIMA la demanda formulada por la representación  procesal  de   

 frente a la entidad TTI FINANCE SARL,  y  en 

consecuencia se absuelve a ésta de los pedimentos de la demanda, con imposición de costas 

a la parte actora.” 

TERCERO.-  Contra la anterior resolución se interpuso recurso de apelación por la 

parte demandante, que fue admitido, dándose traslado a la  otra parte  y al  Ministerio Fiscal, 

que se opusieron, y, en su virtud, previos los oportunos emplazamientos, se remitieron las 

actuaciones a esta Sección, sustanciándose el recurso por sus trámites legales, señalándose 

para deliberación, votación y fallo el día 16 de marzo de 2022, en el que ha tenido lugar lo 

acordado. 

CUARTO.- En la tramitación de este procedimiento se han observado las 

prescripciones legales. 

 

 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 
PRIMERO.- La sentencia recurrida desestima las pretensiones de  

 contra la entidad TTI FINANCE 

S.A.R.L. ejercitando la acción de protección al honor, por su vulneración por la demandada, 

al haber incluido indebidamente sus datos en un fichero de morosos (ASNEF). 
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Frente a ella presenta recurso de apelación la parte demandante mostrando su 

disconformidad con las conclusiones alcanzadas en primera instancia, invocando el error en 

la valoración de la prueba y en la interpretación de los artículos 18 C.E., art. 9 de la Ley 

1/1982 de protección civil del derecho al honor y art. 29 de la Ley 15/1999 de Protección de 

Datos. 

Niega el cumplimiento de los requisitos legalmente exigidos al no constar probado 

que se realizase el requerimiento previo por parte de la demandada, citando la STS de 11 de 

diciembre de 2020. Igualmente niega que la deuda sea cierta, liquida y exigible, 

quebrantándose el principio de calidad de los datos. Insiste en reclamar una indemnización 

por 12.000 Euros en aplicación de la doctrina jurisprudencial que declara que este tipo de 

indemnizaciones no pueden ser simbólicas. 

La parte apelada se opuso al recurso, así como el Ministerio Fiscal. 

 

 

 
SEGUNDO.- Conforme al artículo 38 del Reglamento aprobado por Real Decreto 

1720/2007, de 21 de diciembre, en relación al artículo 29 Ley Protección de Datos: “Sólo 

será posible la inclusión en estos ficheros de datos de carácter personal que sean 

determinantes para enjuiciar la solvencia económica del afectado, siempre que concurran los 

siguientes requisitos: 

 

a) Existencia previa de una deuda cierta, vencida, exigible, que haya resultado 

impagada y respecto de la cual no se haya entablado reclamación judicial, arbitral o 

administrativa, o tratándose de servicios financieros, no se haya planteado una reclamación 

en los términos previstos en el Reglamento de los Comisionados para la defensa del cliente 

de servicios financieros, aprobado por Real Decreto 303/2004, de 20 de febrero. 

 

b) Que no hayan transcurrido seis años desde la fecha en que hubo de procederse al 

pago de la deuda o del vencimiento de la obligación o del plazo concreto si aquélla fuera de 

vencimiento periódico. 

 

c) Requerimiento previo de pago a quien corresponda el cumplimiento de la 

obligación”. 
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Se recoge, además, jurisprudencialmente, la necesidad de que se respete el llamado 

“principio de calidad de los datos", de manera que los datos deber ser exactos, adecuados, 

pertinentes y proporcionados a los fines para los que han sido recogidos y tratados, y no cabe 

incluir en estos registros datos personales por razón de deudas inciertas, dudosas, no 

pacíficas o sometidas a litigio. Para que concurra esta circunstancia en la deuda, que excluya 

la justificación de la inclusión de los datos personales en el registro de morosos, basta con 

que aparezca un principio de prueba documental que contradiga su existencia o certeza. 

En este caso, la Juzgadora de Instancia concluye que se cumplen con los requisitos 

previstos en el artículo 38 del RD 1720/2007, considerando que, a la vista del resultado de 

los oficios cumplimentados por ASNEF EQUIFAX, SERVINFORM, TELEFONICA 

ESPAÑA S.A. Y EQUIFAX IBERICA S.L., la deuda es cierta, liquida y exigible y que, 

previamente a la inclusión  de  los  datos  del  demandante  en  el  fichero  ASNEF  EQUIFAX, 

había sido requerido en  varias  ocasiones  del  pago  de  la  deuda,  con  apercibimiento  de 

inclusión en el fichero de solvencia patrimonial en caso de no pagar la deuda. 

 

 
TERCERO.- Sobre la falta de requerimiento previo. 

 

Del examen de la prueba documental y del resultado de los oficios se acredita que se 

trató de un envío masivo de notificaciones en las que sólo se acredita su remisión, pero no su 

recepción por el destinatario. Siendo la operativa habitual en estos casos que los mismos se 

efectúen a través de un tercero de confianza, Servinform, siendo Equifax, gestora del fichero 

Asnef. Tanto Servinform, como Equifax, certifican que las cartas no han sido devueltas por 

ningún motivo. De ello extrae la Juzgadora de Instancia la presunción de que los no 

devueltos han llegado al destinatario, si bien esa conclusión, contrariamente a lo señalado no 

se puede confirmar en esta alzada. 

 

En este caso, como refiere la Juzgadora de Instancia, se trató de un envío masivo de 

notificaciones en las que sólo se acredita su remisión, pero no su recepción por el 

destinatario. El no constar devueltas no prueba que las reciba el destinatario. Carga de la 

prueba que recae sobre la parte demandada, quien dispone de mecanismos adecuados e 

idóneos para acreditar que ha realizado el requerimiento de pago, tales como el envío con 

acuse de recibo, telegrama, correo electrónico acreditando el envío de ese correo o similares. 
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La STS de 11 de diciembre de 2020, en un caso similar al presente (con la 

intervención de la misma demandada que invocaba la utilización del mismo sistema de 

envíos), razonaba: 

 

“En el presente recurso se alega la infracción del art. 38.1. c) del Real Decreto 

1720/2007, de 21 de diciembre, de protección de datos, y esta sala debe declarar que se ha 

efectuado una correcta interpretación del mismo por el Tribunal de apelación, dado que el 

mero envío del requerimiento de pago, por vía postal, no acredita la recepción del mismo, 

por lo que no se puede entender efectuado el preceptivo requerimiento de pago, previo a la 

inclusión en el fichero de morosos.” 

 

“La cuestión jurídica controvertida  reside  en  determinar  si  puede  considerarse  que 

hubo o no previo requerimiento de pago. La Audiencia Provincial de Asturias no considera 

cumplido este requisito porque lo que se acredita es un envío masivo de notificaciones a los 

deudores, pero no se  acredita  la  recepción  por  el  destinatario.  Al  no  constar  devuelta  la 

carta no prueba la recepción, según indica la Audiencia, quien considera que la recurrente 

disponía de mecanismos adecuados para acreditar que ha realizado el requerimiento de 

pago, tales como el envío con acuse de recibo, telegrama, correo electrónico acreditando el 

envío, o similares. Frente a esta postura, la recurrente considera que el envío es suficiente 

para acreditar el requerimiento de pago.” 

 

Se remite a la STS 563/2019, de 23 de octubre, que refiere, sobre la finalidad del 

requerimiento previo: 

 

"En la sentencia 740/2015, de 22 diciembre, hemos declarado que el requisito del 

requerimiento de pago previo no es simplemente un requisito "formal", de modo que su 

incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción administrativa. El requerimiento de 

pago previo es un requisito que responde a la finalidad del fichero automatizado sobre 

incumplimiento de obligaciones dinerarias, que no es simplemente un registro sobre deudas, 

sino sobre personas que incumplen sus obligaciones de pago porque no pueden afrontarlas 

o porque no quieren hacerlo de modo injustificado. Con la práctica de este requerimiento se 

impide que sean incluidas en estos registros personas que, por un simple descuido, por un 

error bancario al que son ajenas, o por cualquier otra circunstancia de similar naturaleza, 

han dejado de hacer frente a una obligación dineraria vencida y exigible sin que ese dato 
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sea pertinente para enjuiciar su solvencia. Además, les permite ejercitar sus derechos de 

acceso, rectificación, oposición y cancelación". 

 

La parte demandada no ha acreditado en modo alguno la recepción efectiva por parte 

del demandante de requerimiento alguno, ni siquiera el de la notificación de la cesión del 

crédito. Como tampoco el oficio cumplimentado por Telefónica acredita requerimiento de 

pago efectuado de manera efectiva al demandante, al no aportar documento alguno en que 

sustentar sus afirmaciones. 

Por tanto, ante la falta de prueba de un requisito esencial a fin de valorar correcta la  

inclusión  de  una  persona  en  el  fichero  de  morosos,  conforme  exige  el  artículo  38 

Reglamento Protección de Datos de carácter personal, procede estimar el motivo del recurso.    

 

 

 
CUARTO.- Sobre la existencia de la deuda. Principio de calidad de los datos. 

 

La estimación del motivo anterior resulta suficiente a los efectos de entender 

estimada la acción a tenor de los artículos 18 C.E., art. 9 de la Ley 1/1982 de protección civil 

del derecho al honor y art. 29 de la Ley 15/1999 de Protección de Datos. 

 

Pero hemos de añadir que, a la vista de la prueba documental obrante a los autos, 

resulta dudoso que el demandante adeudase a Telefónica de España, a fecha de cesión de la 

deuda a TTI FINANCE, el importe de 300 Euros por retención del equipo, más 15.50 Euros 

por la factura de agosto por lo siguiente: 

 

1º.- El demandante comunicó que se daba de baja del contrato de suministro de 

televisión digital en octubre de 2011, y añade una nota esperando comunicación que le 

informe de donde debe enviar el receptor de decodificación (folio 92), sin que conste 

comunicación alguna de contrario. 

 

Refiere Telefónica que intentó infructuosamente ponerse en contacto telefónicamente 

y que le remitió varias cartas de reclamación del aparato decodificador, pero esta afirmación 

tampoco se acredita documentalmente. El oficio de Telefónica, al folio 117, no acompaña 

junto a dicho oficio prueba alguna documental de lo que narra. Lo único que se confirma, a 
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instancias de la propia demandada, es que recibió el fax de baja del usuario, al que procedió 

a dar de baja efectiva el último día de octubre de 2011. 

 

2º.- A pesar de ello, se incluye una deuda de 15.50 Euros correspondiente a una 

factura de agosto de 2012, cuando hacía meses que había sido dado de baja. El importe del 

crédito cedido lo fue de 315,50 Euros. TTI manifestaba que los 15.50 Euros correspondían a 

intereses, lo cual se ha evidenciado incierto, por lo que, al menos los 15.50 Euros no se 

justifican en modo alguno. 

 

El artículo 29.4 LOPD establece que «sólo se podrán registrar  y  ceder  los  datos  de 

carácter personal que sean determinantes para enjuiciar  la  solvencia  económica  de  los  

interesados y que no se refieran, cuando sean adversos, a más de seis años, siempre que    

respondan con veracidad a la situación actual de aquéllos». 

 

Lo que lleva a esta sala a considerar  el  no  cumplimiento  del  requisito  de  existencia 

previa de una deuda cierta,  vencida  y  exigible,  ni  que  los  datos  cedidos  sean  “determinantes 

de enjuiciar la solvencia económica” del interesado. 

 

Se estima el motivo. 

 

 

 

QUINTO.- Indemnización. 

 
Como señalábamos en esta Sección 12ª A.P Madrid, en Sentencia de 31 de enero de 

2019, “Respecto a la determinación de la cuantía de la indemnización, la doctrina 

jurisprudencial, expuesta en la Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de noviembre de 2018 y 

las que la misma cita, se puede sintetizar en los siguientes puntos: 

 

1º El artículo 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, en su redacción posterior a la reforma 

operada por la Ley Orgánica 5/2010, dispone que “la existencia de perjuicio se presumirá 

siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La indemnización se extenderá al daño 

moral, que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión 

efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta, en su caso, la difusión o 

audiencia del medio a través del que se haya producido” 
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Por tanto, “dada la presunción iuris et de iure, esto es, no susceptible de prueba en 

contrario, de existencia de perjuicio indemnizable, el hecho de que la valoración del daño 

moral no pueda obtenerse de una prueba objetiva no excusa ni imposibilita legalmente a los 

tribunales para fijar su cuantificación” (STS de 5 de junio de 2014). 

 

2º Se trata, por tanto, "de una valoración estimativa, que en el caso de daños 

morales derivados de la vulneración de un derecho fundamental del art. 18.1 de la 

Constitución, ha de atender a los parámetros previstos en el art. 9.3 de la Ley Orgánica 

1/1982, de acuerdo con la incidencia que en cada caso tengan las circunstancias relevantes 

para la aplicación de tales parámetros, utilizando criterios de prudente arbitrio". 

 

3º No son admisibles las indemnizaciones de carácter meramente simbólico, “pues al 

tratarse de derechos protegidos por la Constitución  como  derechos  reales  y  efectivos”,  no 

puede convertirse “la garantía jurisdiccional en un acto meramente ritual o  simbólico 

incompatible con el  contenido  de los  artículos  9.1,  1.1.  y 53.2  CE  y la  correlativa  exigencia 

de una reparación acorde con el  relieve  de  los  valores  e  intereses  en  juego  (STC  186/2001, 

FJ 8)" (STS 4 de diciembre 2014, rec. núm. 810/2013”). 

 

Una indemnización simbólica, en función de las circunstancias que concurren, tiene 

un efecto disuasorio inverso, pues “no disuade de persistir en sus prácticas ilícitas a las 

empresas que incluyen indebidamente datos personales de sus clientes en registros de 

morosos, pero sí disuade de entablar una demanda a los afectados que ven vulnerado su 

derecho al honor puesto que, con toda probabilidad, la indemnización no solo no les 

compensará el daño moral sufrido sino que es posible que no alcance siquiera a cubrir los 

gastos procesales si la estimación de su demanda no es completa” (Sentencia 512/2017, de 

221 de septiembre). 

 

4º En la inclusión de los datos de una persona en un registro de morosos sin 

cumplirse los requisitos establecidos por la LORD, sería indemnizable en primer lugar la 

afectación a la dignidad en su aspecto interno o subjetivo, y en el externo u objetivo relativo 

a la consideración de las demás personas. 

 

Para valorar este segundo aspecto afirma la sentencia núm. 81/2015, de 18 de 

febrero, que ha de tomarse en consideración la divulgación que ha tenido tal dato, pues no 

es lo mismo que sólo hayan tenido conocimiento los empleados de la empresa acreedora y 
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los de las empresas responsables de los registros de morosos que manejan los 

correspondientes ficheros, a que el dato haya sido comunicado a un número mayor o menor 

de asociados al sistema que hayan consultado los registros de morosos. 

 

También sería indemnizable el quebranto y la angustia producida por las gestiones 

más o menos complicadas que haya tenido que realizar el afectado para lograr la 

rectificación o cancelación de los datos incorrectamente tratados. 

 

5º No es admisible el argumento que desdeña el atentado al honor basándose en la 

escasa trascendencia económica de la deuda, “porque claramente muestra que no responde 

a un problema de solvencia sino a una actuación incorrecta del acreedor. La inclusión en 

registros de morosos por  deudas  de  pequeña  cuantía  es  correcta  y  congruente  con  la 

finalidad de  informar  sobre  la  insolvencia  del  deudor  y  el  incumplimiento  de  sus 

obligaciones dinerarias. Y cuando tal  inclusión  se  ha  las  exigencias  del  principio  de  calidad 

de los datos, y que por tanto es cierto que el afectado ha dejado de cumplir sus obligaciones 

dinerarias. Por tanto, la escasa cuantía de la deuda  no  disminuye  la  importancia  del  daño 

moral que le causó a la demandante la inclusión en los registros de morosos”. 

 

6º Tampoco cabe tener en cuenta que no conste que la citada inclusión le haya 

impedido a la recurrente acceder a créditos o servicios. 

 

Precisamente la información sobre incumplimiento de obligaciones dinerarias que se 

incluye en estos registros va destinada justamente a las empresas asociadas a dichos 

ficheros, que no solo les comunican los datos de sus clientes morosos, sino que también los 

consultan cuando alguien solicita sus servicios para evitar contratar y conceder crédito a 

quienes no cumplen sus obligaciones dinerarias”. 

 

En este caso, se acreditan tres consultas al fichero, sin constar fracaso alguno de 

determinada contratación por tal motivo. Los datos se dieron de alta el 7 de diciembre de 

2016 y se suprimieron por TTI Finance a la fecha de cesión del crédito a un tercero, el 20 de 

diciembre de 2018, siendo la primera reclamación del interesado el 3 de julio de 2018. 

 

Por eso, además del escarnio ante el propio interesado, que, de por sí es un daño 

indemnizable, se da también al faceta externa, que incrementa el perjuicio, de modo que, 

aunque no se haya producido una repercusión económica concreta, teniendo en cuenta el 
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tiempo en que ha estado vigente (dos años) y con arreglo a lo expuesto, procede fijar en 

5.000 euros la indemnización, ante la intromisión ilegítima constatada y el perjuicio 

económico que presume el art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, cuando existe vulneración del 

derecho al honor, como es el caso. 

 

El recurso se estima parcialmente, con estimación sustancial de la demanda. 

 

 

 

SEXTO.- Costas. 

 
Las costas de primera instancia se impondrán a la demandada, pues aunque se rebaja 

la cuantía de la indemnización por daño moral, se produce una estimación  sustancial  de  la 

demanda (art. 394 LEC). 

 

 

LEC). 

Las costas devengadas en esta alzada no se imponen a ninguna de las partes (398    
 

 

 

 
FALLAMOS 

 

 

DEBEMOS ESTIMAR Y ESTIMAMOS PARCIALMENTE el recurso de 

apelación interpuesto por la representación procesal de    

contra la Sentencia dictada por la Ilma. Sra. 

Magistrada del Juzgado de 1º Instancia nº 1 de Pozuelo, en los autos de juicio ordinario 

532/19 que SE REVOCA Y SE DEJA SIN EFECTO. En su lugar: 

1º.- SE ESTIMA SUSTANCIALMENTE la demanda presentada por  

 contra TTI FINANCE S.A.R.L. 

2º.- Se declara que la demandada ha cometido una intromisión ilegítima del honor del 

demandante al mantener indebidamente sus datos registrados en el fichero de morosos 

ASNEF-EQUIFAX, condenándola a estar y pasar por ello. 

3º.- SE CONDENA a la parte demandada a que abone a la parte actora el importe de 

5.000 Euros de indemnización, más los intereses legales desde la interposición de la 

demanda. 
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Con condena en las costas devengadas en primera instancia a la parte demandada. 

 
 

Las costas devengadas en esta alzada no se imponen a ninguna de las partes, con 

devolución del depósito constituido para recurrir. 

 
Notifíquese esta resolución de conformidad con lo establecido en el artículo 248.4 de 

la L.O.P.J, advirtiendo contra las partes cabe interponer recurso de casación, y, en su caso,  

de infracción procesal, conforme a lo dispuesto en el artículo 477.2.3º de la LEC el cual 

habrá de ser interpuesto por escrito a presentar en el plazo de veinte días ante este mismo 

Tribunal, que habrá de cumplir las exigencias previstas en el artículo 481 del expresado 

Texto Legal, previa constitución, en su caso,  del  depósito  para  recurrir  previsto  en  la 

Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, debiendo ser 

consignado el mismo en la cuenta de depósitos y consignaciones de esta Sección, abierta en 

BANCO DE SANTANDER, con el número de  cuenta  2579-0000-00-0581-21,  bajo 

apercibimiento de no admitir a trámite el recurso formulado. 

 
Líbrese testimonio de la presente el cual se llevará a los autos de su razón quedando 

el original en el presente libro y remítase otro al Juzgado de procedencia a los efectos 

oportunos. 

 
Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 

podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 

pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 

o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 

las leyes. 




